	


SALA CONSTITUCIONAL

MAGISTRADO PONENTE: ARCADIO DELGADO ROSALES

Consta en autos que, mediante oficio Nº 1831 del 10 de noviembre de 2003, recibido en esta Sala Constitucional, el 11 de diciembre de 2003, el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Barinas informó a esta Sala Constitucional, acerca de la decisión dictada en esa misma oportunidad, en la que desaplicó los artículos 125 y 126 de la Ley Orgánica del Trabajo, en el “juicio de Nulidad por ilegalidad de Acto Administrativo de Efectos Particulares incoado por el ciudadano Javier Adolfo contra la Inspectoría del Trabajo del Estado Apure”.

El 12 de noviembre de 2003, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado Antonio J. García García.

Vista la jubilación acordada por la Sala Plena el 18 de mayo de 2005 al Magistrado Antonio J. García García, se asignó la ponencia al Magistrado Arcadio Delgado Rosales quien, con tal carácter, suscribe el presente fallo.

Efectuada la lectura individual del expediente, esta Sala dicta sentencia, previas las siguientes consideraciones:

I

DE LA REVISIÓN POR ESTA SALA 

DE LA SENTENCIA DICTADA POR EL JUZGADO REMITENTE

 
Corresponde a esta Sala pronunciarse acerca de su competencia para conocer de la desaplicación de normas planteada por el Juzgado Superior remitente. En este sentido, observa esta Sala Constitucional que el artículo 334 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela dispone:

“Artículo 334. Todos los jueces o juezas de la República, en el ámbito de sus competencias y conforme a lo previsto en esta Constitución y en la ley, están en la obligación de asegurar la integridad de esta Constitución.

En caso de incompatibilidad entre esta Constitución y una ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales, correspondiendo a los tribunales en cualquier causa, aún de oficio, decidir lo conducente.

...omissis...”.

Asimismo, el Código de Procedimiento Civil ordena lo que sigue:

“Artículo 20.-Cuando la ley vigente, cuya aplicación se pida, colidiere con alguna disposición constitucional, los Jueces aplicarán ésta con preferencia”.

Por su parte, el numeral 10 del artículo 336 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela establece, cuando regula las competencias de esta Sala Constitucional, lo siguiente:

“Artículo 336. Son atribuciones de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia:

10. Revisar las sentencias definitivamente firmes de amparo constitucional y de control de constitucionalidad de leyes o normas jurídicas dictadas por los Tribunales de la República, en los términos establecidos por la ley orgánica respectiva”. 

Ahora bien, con la entrada en vigencia de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, se delimitó de manera definitiva la competencia que tiene esta Sala para conocer de las solicitudes de revisión constitucional de sentencias definitivamente firmes de amparo constitucional y control difuso de la constitucionalidad de leyes o normas jurídicas, dictadas por los demás tribunales de la República, lo cual dio a esta institución una nueva dimensión, que requirió del examen y razonamiento por parte de esta Sala. 

Así, de acuerdo con el artículo 5.16 de la referida Ley Orgánica, en concordancia con el primer aparte de dicha norma, a la misma corresponde “Revisar las sentencias definitivamente firmes de amparo constitucional y control difuso de la constitucionalidad de leyes o normas jurídicas, dictadas por los demás tribunales de la República” (destacado nuestro) y, según lo dispuesto en el tercer aparte de esa misma disposición legal, “De conformidad con lo previsto en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, todo tribunal de la República podrá ejercer el control difuso de la constitucionalidad únicamente para el caso concreto, en cuyo supuesto dicha sentencia estará expuesta a los recursos o acciones ordinarias o extraordinarias a que haya lugar; quedando a salvo en todo caso, que la Sala Constitucional haga uso, de oficio o a instancia de parte, de la competencia prevista en el numeral 16 de este artículo y se avoque a la causa para revisarla cuando ésta se encuentre definitivamente firme”.

De allí que, con base en las normas citadas esta Sala ha establecido que la potestad revisora de las sentencias de amparo definitivamente firmes, así como del control de constitucionalidad de leyes o normas jurídicas dictadas por los tribunales de la República y demás Salas de este Supremo Tribunal, son de su única y exclusiva competencia, conforme a lo preceptuado en los anotados preceptos de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia. 

En consecuencia, se advierte que, al haber sido desaplicada una norma legal, en el ejercicio del control difuso de la constitucionalidad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 334 de la Constitución, antes transcrito, esta Sala Constitucional resulta competente para conocer del caso de autos. Así se decide.

En cuanto a la naturaleza o carácter de las decisiones sometidas a la revisión de esta Sala, en virtud del control de la constitucionalidad, la misma ha establecido que tal posibilidad de revisión exige que se trate de decisiones definitivamente firmes, entendido este último concepto como aquellas decisiones judiciales contra las cuales no sea posible intentar recurso alguno por haberse agotado los mismos o por haberse extinguido el lapso para su ejercicio.

Ahora bien, en relación con el trámite posterior a la desaplicación de una disposición jurídica por un juez, es decir, luego de practicado el control difuso de la constitucionalidad por un Tribunal, esta Sala había sostenido que el órgano judicial que desaplicara una norma debía remitir a esta Sala Constitucional copia de la decisión a que se refería la desaplicación, con el fin de someterlo a la revisión correspondiente, todo en obsequio de la seguridad jurídica y de la coherencia que debe caracterizar al ordenamiento jurídico en su conjunto (Vide. núm. 1.225, del 19 de octubre de 2000 caso: Ascánder Contreras). 

Sostuvo también la Sala que “...el juez constitucional debe hacer saber al Tribunal Supremo de Justicia sobre la decisión adoptada, a los efectos del ejercicio de la revisión discrecional atribuida a la Sala Constitucional conforme lo disponen los artículos 335 y 336.10 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela” (núm. 1.400 del 8 de agosto de 2001).

Posteriormente,  en sentencia N° 1.998 del 22 de julio de 2003 (caso: Bernabé García), estableció como una obligación de los Juzgados Superiores la remisión de las sentencias definitivamente firmes que desaplicaran una norma. En este sentido dejó sentado que “para la mayor eficacia de la conexión entre el control concentrado, que corresponde a esta Sala, y el control difuso, que corresponde a todos los jueces de la República, debe darse, como se dio en la sentencia que antes se citó, un trato diferente a la remisión ex oficio que, para su revisión, haya hecho el juez que la dictó; se obtendrá así una mayor protección del texto constitucional y se evitará la aplicación general de normas inconstitucionales o la desaplicación de normas ajustadas a la Constitución en claro perjuicio para la seguridad jurídica y el orden público constitucional. Por las razones que preceden se reitera que, no sólo el juez puede remitir las sentencias definitivamente firmes en las cuales, en resguardo de la constitucionalidad, desaplique una norma, sino que está obligado a ello”. 

Sin embargo, luego de la entrada en vigencia de la referida Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, la Sala nuevamente se pronunció en torno al tema y asentó que la remisión para la revisión de las sentencias dictadas en materia de control difuso de la constitucionalidad, requería una interpretación del cuarto aparte del artículo 5 de dicha Ley. 

Así las cosas se advierte que tal precepto establece lo siguiente: 

“De conformidad con el numeral 22 de este artículo, cuando cualquiera de las Salas del Tribunal Supremo de Justicia haga uso del control difuso de la constitucionalidad, únicamente para un caso concreto, deberá informar a la Sala Constitucional sobre los fundamentos y alcances de la desaplicación adoptada para que ésta proceda a efectuar un examen abstracto sobre la constitucionalidad de la norma en cuestión, absteniéndose de revisar el mérito y alcance de la sentencia dictada por la otra Sala, la cual seguirá conservando fuerza de cosa juzgada. En caso que el examen abstracto de la norma comporte la declaratoria total o parcial de su nulidad por inconstitucional, la sentencia de la Sala Constitucional deberá publicarse en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela y en la Gaceta Oficial del Estado o Municipio, de ser el caso”.

De manera que, con la entrada en vigencia de la referida Ley Orgánica el expresado criterio, si se quiere ratificado en cuanto a la obligatoriedad de la remisión por el Tribunal que desaplica, fue concordado con ésta, para hacer aplicativa la referida norma, que no constituye más que un desarrollo de la norma constitucional contenida en el numeral 10 del artículo 336, cuyo conocimiento concierne a esta Sala y, en tal sentido, persigue la interpretación y aplicación de todo el ordenamiento jurídico con sujeción a la Constitución, lo que en último término se verifica a través del control difuso de la constitucionalidad, lo que justifica que se realice un posterior control por esta Sala. 

En tal sentido, esta Sala Constitucional en sus recientes fallos núms. 2793 y 3126, del 6 y 15 de diciembre de 2004, casos: Akram El Nimer Abou Assi, y Ana Victoria Uribe Flores vs. Haim Meir Aron, respectivamente, dejó establecido como debía arbitrarse la tramitación referida al control difuso. 
De tal modo que, conforme al texto transcrito, esta Sala dejó puntualizado que existe la obligación de información, cuando se trata de sentencias de control difuso de la constitucionalidad de las leyes, por parte de las demás Salas del Tribunal Supremo de Justicia, a fin de que esta Sala ejerza el examen general y abstracto de la constitucionalidad de la norma de que se trate en cada fallo. Y que, aun cuando nada dice la ley respecto a las sentencias que en esa materia dicten los demás tribunales de la República, ello no obsta para que la obligación de remisión de las sentencias definitivamente firmes se siga exigiendo igualmente para dichos juzgados, a objeto de su revisión, en atención a la finalidad que debe cumplir la misma, razón por la cual, en esta oportunidad igualmente se ratifica el criterio sostenido en los mencionados fallos. Así se establece.

Ahora bien, debe esta Sala analizar si el fallo dictado por el Juzgado Superior Accidental en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Protección del Niño y del Adolescente del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Barinas, pudiera ser, en atención a lo expuesto, objeto de revisión por esta Sala. Al respecto, se evidencia que el mismo fue dictado en alzada por el referido Tribunal, con ocasión de un procedimiento de nulidad propuesto por Hidrollanos, C.A., decidido en primera instancia por el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Apure, que ordenó la reincorporación a su sitio de trabajo de un trabajador de esa empresa y el pago de los salarios caídos y contra cuya sentencia fue ejercido recurso de apelación. 

La referida decisión se encuentra definitivamente firme, por cuanto contra la sentencia que desaplicó la disposición jurídica y que fue sometida al examen de esta Sala, no procede recurso alguno; en consecuencia, esta Sala procede a su revisión y así se decide.-

II

DE LA SENTENCIA QUE DESAPLICÓ LAS NORMAS LEGALES 

QUE EN ELLA SE MENCIONAN

En el presente caso, el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Barinas emitió un fallo, el 10 de noviembre de 2003, en cuyo dispositivo se dispuso lo siguiente:

“Primero: Sin lugar la apelación formulada por la abogada ARMANDA ARTEAGA H. En su condición de inspector del Trabajo del Estado Apure, en contra la sentencia del a quo de fecha 19 de diciembre del año 2002.

SEGUNDO: confirmada la sentencia recurrida de manera parcial y sólo modificada por lo que a la condenatoria en costas se refiere.

TERCERO: Con lugar la acción propuesta y consecuencialmente nula la providencia administrativa recurrida dictada por el Inspector del Trabajo del Estado Apure en la fecha 36 de junio del año 2002.

CUARTO: Se ordena a la empresa “Compañía Anónima Hidrológica de Los Llanos Venezolanos” (C.A. Hidrollanos), identificada ut supra; la incorporación a su puesto de trabajo de la accionante, ciudadano JAVIER ADOLFO CARREÑO, en las mismas condiciones en que venía desarrollando su trabajo para la fecha del despido declarado como injustificado, y al pago de los salarios dejados de percibir desde la suspensión de la relación de trabajo, hasta su definitiva reincorporación, debiendo además cancelarle todos los beneficios económicos derivados de la relación de trabajo que le corresponde, como si el despido declarado injustificado nunca se hubiese llevado  a efectos.

QUINTO: Desaplicados por inconstitucionales, para este caso en particular los artículos 125 y 126 de la Ley Orgánica del Trabajo. En consecuencia, remítase con oficio a la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, copia certificada del presente fallo.

SEXTO: Sin costas dada la naturaleza del ente recurrido.

...omissis...”:

La motivación del dispositivo transcrito fue la siguiente:

Que el accionante pretende que se declare la nulidad de la providencia administrativa dictada por el Inspector del Trabajo del Estado Apure, mediante la cual se declaró sin lugar la solicitud de reenganche y pago de salarios caídos formulada a su favor por el órgano administrativo del trabajo; que tal providencia fue declarada nula por el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial  del Estado Apure, mediante la decisión apelada.

Que, asimismo, la Inspectora del Trabajo del Estado Apure y el abogado Asdrúbal Vargas A., actuando como apoderado de la C.A. Hidrollanos, en su carácter de tercero adhesivo, solicitaron al Tribunal que se declarara incompetente por la materia y que declinara el conocimiento de la causa en la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo. Adicionalmente, peticionaron al Tribunal que previamente a la declaratoria de incompetencia solicitada se declarara la nulidad del fallo recurrido, “por resultar determinantes tales planteamientos con el carácter de defensas a la suerte definitiva del fallo recurrido” ese Juzgado pasó al examen de las actas y para decidir observó:

“Ambos solicitantes fundamentan sus pretensiones, en decisiones emanadas de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de  fecha 2 de agosto del año 2001 y 20 de noviembre del año 2002, por las cuales efectivamente se ha dejado sentado que en materia de solicitud de nulidad de las providencias administrativas dictadas por las Inspectorías de Trabajo, a partir de la fecha 2 de agosto del año 2001, el conocimiento de tales asuntos corresponderá en primera instancia a la jurisdicción de lo contencioso administrativo; y en Segunda Instancia al Tribunal Supremo de Justicia, en su Sala Político Administrativa.

Por emanar tales decisiones, de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en atención a lo dispuesto en el artículo 335 de la Constitución Nacional, las mismas tienen carácter vinculante, tanto para las demás Salas del Tribunal Supremo de Justicia, como para los demás Tribunales de la República.

Ahora bien, para el Juzgador; el asunto relativo al manejo y declinatoria de la competencia, no puede ser tratado caprichosamente o al libre arbitrio de las partes, ya que el legislador ha sido meticuloso en el establecimiento de normas que determinan los parámetros para el desenvolvimiento de tal institución procesal.

En efecto, planteado un conflicto negativo de competencia, las partes de conformidad con lo previsto por el legislador, tienen oportunidades procesales específicas y precluyentes para hacer valer sus derechos respecto a tal situación procesal.

En tal sentido el artículo 67 del Código de Procedimiento Civil, establece: que la decisión mediante la cual el Juez declara su propia competencia, solamente será impugnable, mediante la solicitud de regulación de competencia, en la forma y términos previsto en el mismo instrumento legal.

Por su parte, el artículo 68 eiusdem, prevee (sic) que si la decisión que afirme la competencia es de tipo definitivo, en la que además se resuelva el fondo del conflicto planteado; la competencia puede ser impugnada por las partes, mediante la solicitud de regulación de ésta o con la apelación ordinaria, pero en este último caso –señala el legislador- el apelante deberá expresar si su apelación comprende ambos pronunciamientos o solamente el de fondo.

Del contenido de las normas anteriores se infiere que afirmada la competencia por un órgano jurisdiccional, el único medio de impugnación válido lo constituye para las partes la solicitud de regulación de la competencia, recurso éste que para cuyo ejercicio, el legislador contempla un lapso preclusivo de cinco días, en el artículo 69 Eiusdem, contados a partir de la fecha de la decisión que afirme la competencia. Esto, por supuesto, para el caso que la afirmación de la competencia se haya producido mediante decisión de carácter interlocutorio o definitiva; si la solicitud de regulación no se va a hacer valer mediante la apelación ordinaria. Si al contrario, cuando la solicitud de regulación se quiera hacer valer mediante la apelación ordinaria, es necesario, que el apelante exprese, que la apelación además de estar referida al pronunciamiento de fondo, también comprende el pronunciamiento relativo a la competencia afirmada. Así expresamente lo dispone la última parte del artículo 68 eiusdem”. 

Resulta paladino entonces, que si no hay por parte de la apelante la indicación expresa que exige el legislador, la competencia afirmada resulta definitivamente firme con la característica propia de la inmutabilidad de la cosa juzgada; y con tal característica se transmite, en virtud de la apelación al Superior Jerárquico, dada la característica de verticalidad funcional de nuestro sistema jurisdiccional. 

Bajo la óptica de las consideraciones anteriores en la presente causa al (sic) Juzgador  observa: 

Que cuando el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario,  del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial  del Estado Apure, por el auto de fecha 09 de enero del año 2.002 (folio 35), declinó la competencia en el Juzgado Superior Civil (Bienes), Contencioso Administrativo de la Región Sur y Agrario de la Circunscripción Judicial  del Estado Apure, contra tal decisión interlocutoria no fue ejercido por ninguna de las partes, el recurso de regulación de competencia.

Tampoco dicho recurso fue ejercido, cuando el Juzgado Superior anteriormente indicado, en fecha 15 de febrero del año 2.002 (...), dictó auto admitiendo el recurso, y ordenando su sustanciación en la forma prevista en el artículo 75 y siguientes (sic); y 102 y siguientes de las leyes de Carrera Administrativa y Corte Suprema de Justicia, respectivamente; con lo cual por tal decisión afirmó la competencia, que le fue declinada.

El recurso en referencia tampoco fue ejercido, cuando el mismo Juzgado Superior Civil (Bienes), Contencioso Administrativo de la Región Sur y Agrario de la Circunscripción Judicial  del Estado Apure, por decisión de fecha 07 de octubre del año 2.002 (...), declinó la competencia y remitió el expediente al Juzgado Distribuidor de Primera Instancia, con lo cual por la vía de la distribución, volvió la causa al conocimiento del Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, Tránsito y Trabajo de la Circunscripción Judicial  del Estado Apure. Y cuando esto (sic) órgano jurisdiccional por sentencia de fondo, de fecha 19 de diciembre del año 2.002 (...), afirmó su competencia; tampoco fue ejercido el recurso de regulación de competencia.

Desde otra perspectiva, la parte apelante de dicho fallo, que lo fue la ciudadana ARMANDA ARTEAGA H., con el carácter de Inspector del Trabajo del Estado Apure, en su apelación (...), no cumplió con el requisito contenido el (sic) la primera parte del artículo 68 del Código de Procedimiento Civil, referido a la necesidad procesal de indicar expresamente, si el recurso de apelación ejercido comprendía también, el punto referido a la regulación de la competencia. 

En virtud de lo expuesto, desestimó la solicitud de regulación de competencia planteada y, seguidamente, se pronunció en relación con el fondo del asunto. En este sentido, puntualizó que la providencia administrativa, objeto del recurso de nulidad ejercido, declaró sin lugar la solicitud del recurrente, por considerar -el titular del órgano administrativo que la emitió-, que para el ejercicio de la acción correspondiente, entre la fecha de materialización del despido, esto es el 19 de febrero de 2001, y la fecha de interposición del recurso, el día 23 de marzo del mismo año, transcurrieron más de treinta (30) días continuos, lapso éste suficiente, para que, de conformidad con lo establecido en el artículo 454 de la Ley Orgánica del Trabajo, operara la caducidad de la respectiva acción. 

En este sentido, continuó el fallo explicando, que la verificación del despido se efectuó, el 19 de febrero de 2001, lo que había sido admitido por el recurrente y el patrono. Por otra parte, destacó que resultaba un hecho indubitable y no controvertido que, el 23 de marzo de 2001, el recurrente interpuso ante la Inspectoría del Trabajo la respectiva solicitud de reenganche y pago de salarios caídos, con fundamento en que el despido del que fue objeto resultaba ilegal, por estar amparado como trabajador por el privilegio de fuero sindical.

En este punto, encontró el Juzgador necesario dejar establecido que era un principio general del derecho, recogido en el artículo 1.159 del Código Civil, que el contrato constituye ley entre las partes, lo que generaba su obligatorio cumplimiento, según lo dispuesto en el artículo 1160 eiusdem y  que -anota el fallo- es en ese principio general del derecho, que recogen las normas anteriormente citadas, que se inscriben, la razón y propósito del artículo 472 de la Ley Orgánica del Trabajo, que textualmente establece:

“Artículo 472. Si los sindicatos hubieren acordado con los patronos procedimientos previos con miras a la solución de los diferencias que surjan entre ellos, deberán cumplirlos antes de la iniciación del proceso conflictivo”.
De manera que, de acuerdo con el sentenciador, esta última disposición legal, según el principio de interpretación analógica y progresiva de la ley, que ordena el artículo 4 del Código Civil, resulta aplicable, no sólo a los conflictos de carácter colectivo, sino también a los de carácter individual, es decir, a los conflictos que eventualmente se presenten a cada uno de los miembros de una contratación colectiva. 

En consecuencia de lo anterior, se hace necesario precisar que el lapso de caducidad a que se refiere el artículo 454 de la Ley Orgánica del Trabajo, para la interposición efectiva de la solicitud de reenganche ante la Inspectoría del Trabajo, debe necesariamente contarse a partir de la fecha en que se hayan agotado los trámites relativos a la conciliación, previstos en la contratación colectiva que rige las relaciones entre el trabajador recurrente y su patrono.

Continúa entonces la sentencia señalando lo siguiente:

“Ahora bien, el contrato colectivo, suscrito por la empresa C.A. Hidrollanos; que rige la relación laboral entre el patrono y el recurrente, constituye ley entre las partes, que debe ser obedecida por las mismas, o hecha cumplir, por este Juzgador, en todo caso.

Dicho contrato en la cláusula 44, determina la realización de una serie de diligencias previas a los trabajadores que rige para que con motivo de los conflictos surgidos de la relación laboral, puedan ocurrir ante los órganos de la jurisdicción administrativa o judicial en materia del trabajo.

Dicha norma establece:

‘CLÁUSULA 44. PROCEDIMIENTO EN CASO DE RECLAMO: Con la finalidad de garantizar el mejor desenvolvimiento de las relaciones entre la compañía, sindicatos y los trabajadores, todo planteamiento sugerido en ocasión o con motivo de la incorrecta interpretación y aplicación del presente convenio así como de las disposiciones legales o reglamentarias se someterán al siguiente procedimiento: PRIMERO: Trabajador o trabajadores afectados por sí mismos o por medio de representantes de su Sindicato presentará el reclamo sustentado en hechos concretos y específicos a su supervisor inmediato, quien deberá dar una respuesta en un lapso no mayor de tres (3) días hábiles; SEGUNDO: En caso de no lograrse una solución al caso, éste será sometido al gerente respectivo, o su representante quien deberá dar una respuesta al caso en el término de cinco (5) días hábiles. TERCERO: En caso de no tener respuesta satisfactoria al caso el sindicato respectivo elevará el reclamo a la Gerencia de Recursos Humanos de la empresa filial correspondiente, quien deberá ofrecer respuesta al sindicato dentro de un lapso de diez (10) días hábiles. CUARTO: En caso de (sic) concluya el proceso conciliatorio establecido en las etapas anteriores y el trabajador considere que la respuesta no es satisfactoria podrá ejercer legales (sic) correspondientes...’.

El ciudadano Javier Adolfo Carreño, en cumplimiento de tales obligaciones, obtuvo en la fecha 22 de marzo del año 2001 respuesta de la Gerencia de Recursos Humanos de la empresa empleadora, por la cual se declaraba sin lugar la solicitud de reenganche (folio 15).

De modo que habiendo interpuesto como en efecto interpuesto (sic), la solicitud calificación (sic) de despido y reenganche por ante la Inspectoría del Trabajo del Estado Apure, en la fecha 23 de marzo del año 2001, como consta al folio 9, se debe concluir, que no solamente interpuso dicha solicitud en tiempo hábil sino que lo hizo dentro del primer día del lapso de treinta días continuos que tenía para hacerlo; y en consecuencia, no obró ajustado a derecho el Inspector del Trabajo del Estado Apure, que emitió la resolución recurrida y declaró verificada la caducidad para el ejercicio de la acción, y por tal motivo con relación a la providencia administrativa recurrida, es de imperativo legal para esta Alzada, declarar la nulidad, como en efecto se declara, y así queda decidido.

En atención a lo dispuesto en los artículos 26 y 257 de la Constitución Nacional, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 209 del Código de Procedimiento Civil, de aplicación al caso concreto por la remisión que al efecto hacen los artículos 60 y 453 de la Ley Orgánica del Trabajo, este Juzgador por cuento (sic) observa que en la sustanciación del procedimiento, no hubo vicios que afecten la estabilidad del proceso, el orden público ni el principio de igual (sic) de las partes, pasa a emitirse pronunciamiento con relación al fondo de la controversia en los términos siguientes:

Con relación al despido del cual fue objeto el recurrente afirma, que para la fecha 19 de febrero del año 2001, estaba investido del fuero sindical que le proporcionó el hecho de haber sido elegido Primer Director Laboral Suplente del Sindicato de la empresa C.A Hidrollanos.

En la oportunidad de la contestación de la solicitud de reenganche verificada en la Inspectoría del Trabajo en la fecha 03 de abril del año 2001, en acto a que se refiere el artículo 454 de la Ley Orgánica del Trabajo, el representante del patrono admitió la condición de trabajador del reclamante, el hecho del despido, y agregó que no reconocía la inamovilidad laboral alegada por el recurrente (...), debido a que las elecciones en las que quedó investido el trabajador de fuero sindical, según su dicho, ha bien sido anuladas (sic) por el Consejo Nacional Electoral.

Al respecto, se observa, que en el respectivo lapso probatorio del procedimiento de calificación de despido, por el instrumento que corre inserto al folio 26, el Inspector del Trabajo solicitó información al Consejo Electoral, respecto de si las elecciones efectuadas en el Sindicato C.A. Hidrollanos, para elección de Directores Laborales Principales y Suplentes, habían sido anuladas. 

El Consejo Electoral por órgano de el Dr. Carlos A. Castillo en su condición de Director Regional del Registro del Consejo Nacional Electoral Apure, en fecha 23 de abril del año 2001 por el instrumento que corre inserto al folio 27, informó al Inspector del Trabajo, que tales elecciones no habían sido anuladas en los siguientes términos:

‘...a solicitud de informe sobre el particular esta Dirección Regional de Registro del CNE, en ningún momento anuló elección alguna a la cual hace referencia su pedimento de informe, toda vez que ello es potestad exclusiva del órgano electoral especial designado, cabe decir, la Comisión Electoral para la elección del representante laboral en la C.A. Hidrollanos y no del CNE...’.

De la probanza anterior con los documentos referidos que el Juzgador valora de conformidad con lo establecido en el artículo 433 del Código de Procedimiento Civil en concordancia con el artículo 401 ordinal primero, como en su oportunidad lo dispuesto el Inspector del Trabajo, se concluye, que efectivamente, para la fecha 19 de febrero del año 2001, cuando la empresa C.A. Hidrollanos realizó el despedido del trabajador Javier Adolfo Carreño este último estaba investido del fuero sindical, que le proporcionó el hecho de haber sido elegido Primer Director Laboral Suplente del Sindicato de Trabajadores C.A. Hidrollanos para el período 2000-2003 en las elecciones respectivas realizadas el día 08 de diciembre del año 2001 lo que hacía improcedente el despido objeto del recurso sin el cumplimiento de los requisitos legales previstos en el artículo 453 del Ley Orgánica del Trabajo, que en tal caso concreto fueron preteridos por el patrono.

Obra también a favor de la procedencia de la acción propuesta el reconocimiento de lo injustificado del despido efectuado por el representante legal de la C.A. Hidrollanos, en la comunicación de despido que corre inserta al folio 50 por la cual le manifiesta al trabajador la voluntad de pagarle las prestaciones sociales con sujeción a lo pautado en el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, que prevé la indemnización adicional para el caso que el despido sea declarado o considerado injustificado y el patrono insista en verificar el mismo.

Y sobre el punto anterior el juzgador se pronuncia así:

Los artículos 125 y 126 de la Ley Orgánica del Trabajo, son del tenor siguiente:

‘Artículo 125. Si el patrono persiste en su propósito de despedir al trabajador, deberá pagarle adicionalmente a lo contemplado en el artículo 108 de esta Ley, además de los salarios que hubiere dejado de percibir durante el procedimiento, una indemnización equivalente a:

...omissis...’

‘Artículo 126. Si el patrono, al hacer el despido, pagare al trabajador la indemnización a que se refiere el artículo anterior, no habrá lugar al procedimiento. Si dicho pago lo hiciere en el curso del mismo, éste terminará con el pago adicional de los salarios caídos’.
Del contenido de los artículos transcritos se observa que existe la posibilidad para el patrono de prescindir de los servicios del trabajador, aun cuando el despido que se utilice a tal fin sea injustificado.

Pues bien, la Constitución Nacional, al garantizar la estabilidad en el trabajo establece:

‘Artículo 89. El trabajo es un hecho social y gozará de la protección del Estado. La ley dispondrá lo necesario para mejorar las condiciones materiales, morales e intelectuales de los trabajadores y trabajadoras. Para el cumplimiento de esta obligación del Estado se establecen los siguientes principios:

...

4. Toda medida o acto del patrono contrario a esta Constitución es nulo y no genera efecto alguno.

...omissis...’

‘Artículo 93. La ley garantizará la estabilidad en el trabajo y dispondrá lo conducente para limitar toda forma de despido no justificado. Los despidos contrarios a esta Constitución son nulos’.

Del contenido de los artículos 125 y 126 de la Ley Orgánica del Trabajo, así como el contenido e interpretación de los artículo 89 y 93 de la Constitución Nacional resulta paladino que las dos disposiciones legales de la Ley Orgánica del Trabajo están en contradicción o colisión con los dos disposiciones constitucionales contenidas en los artículos 89  y 93 de la Constitución Nacional.

Ante tal situación resulta vinculante para el Juzgador la aplicación del control constitucional difuso que prevé el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil en los siguientes términos:

‘Artículo 20.- Cuando la ley vigente, cuya aplicación se pida, colidiere con alguna disposición constitucional, los Jueces aplicarán ésta con preferencia’.

Por las consideraciones anteriores, y para este caso concreto, el Juzgador declara desaplicadas las normas contenidas en los artículos 125 y 126 de la Ley Orgánica del Trabajo, por expresa disposición que al respecto ordena el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil, y así queda establecido.

En mérito de la declaratoria anterior, en el presente caso el patrono C.A. Hidrollanos, no podrá acogerse a las prerrogativas que establecen los artículos 125 y 126 de la Ley Orgánica del Trabajo; y deberá hacer reincorporación efectiva del trabajador en su respectivo puesto de trabajo.

En atención a lo dispuesto por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en sentencia de la fecha 02 de septiembre del año 2003, se acuerda remitir con oficio a dicha Sala, copia certificada del presente fallo a los fines de la revisión correspondiente, en pro de la seguridad jurídica y de la coherencia que debe caracterizar al ordenamiento jurídico.

Actuó ajustado a derecho el a quo cuando declaró con lugar la acción propuesta y en consecuencia, también declaró la nulidad de la providencia administrativa recurrida, ordenando el reenganche del trabajador y pago de salarios dejados de percibir.

Donde observa esta alzada, que el a quo no actuó ajustado a derecho, es cuando procedió a hacer una condenatoria en costas inejecutable, porque no señaló a cual persona condenaba en costas...

...omissis...”.
III

MOTIVACIÓN PARA DECIDIR

A los fines de decidir acerca de la procedencia de la desaplicación efectuada por el Juez remitente, esta Sala procede a analizar el contenido de las normas cuya aplicación fue excluida, sobre la base de la supuesta inconstitucionalidad que para el caso concreto comportaban, y a tal efecto observa que las mismas están contenidas en la Ley Orgánica del Trabajo y establecen textualmente lo siguiente:

“Artículo 125. Si el patrono persiste en su propósito de despedir al trabajador, deberá pagarle adicionalmente a lo contemplado en el artículo 108 de esta Ley, además de los salarios que hubiere dejado de percibir durante el procedimiento, una indemnización equivalente a: 
1) Diez (10) días de salario si la antigüedad fuere mayor de tres (3) meses y no excediere de seis (6) meses. 

2) Treinta (30) días de salario por cada año de antigüedad o fracción superior de seis (6) meses, hasta un máximo de ciento cincuenta (150) días de salario. 

Adicionalmente el trabajador recibirá una indemnización sustitutiva del preaviso previsto en el artículo 104 de esta Ley, en los siguientes montos y condiciones: 

a) Quince (15) días de salario, cuando la antigüedad fuere mayor de un (1) mes y no exceda de seis (6) meses; 

b) Treinta (30) días de salario, cuando fuere superior a seis (6) meses y menor de un (1) año; 

c) Cuarenta y cinco (45) días de salario, cuando fuere igual o superior a un (1) año; 

d) Sesenta (60) días de salario, cuando fuere igual o superior a dos (2) años y no mayor de diez (10) años; y 

e) Noventa (90) días de salario, si excediere del límite anterior. 

El salario de base para el cálculo de esta indemnización no excederá de diez (10) salarios mínimos mensuales. 

PARÁGRAFO ÚNICO.-. Lo dispuesto en este artículo no impide a los trabajadores o sus causahabientes el ejercicio de las acciones que puedan corresponderles conforme al derecho común”. 

“Artículo 126. Si el patrono, al hacer el despido, pagare al trabajador la indemnización a que se refiere el artículo anterior, no habrá lugar al procedimiento. Si dicho pago lo hiciere en el curso del mismo, éste terminará con el pago adicional de los salarios caídos”.

Ahora bien, debe esta Sala advertir que las transcritas disposiciones jurídicas se encuentran comprendidas en el “Capítulo VII”  denominado “De la Estabilidad en el Trabajo”. Tal advertencia resulta necesaria, toda vez que permite reflexionar y determinar cuál es la relevancia que pueden tener las disposiciones jurídicas anotadas en un caso en el que el trabajador alegó “inamovilidad”. En efecto, observa la Sala que de acuerdo con el fallo transcrito, sometido a su  revisión, el caso está relacionado con un despido efectuado a un trabajador que supuestamente gozaba de fuero sindical y que, por tanto, se encontraba sometido a un régimen de inamovilidad laboral, dada su condición de Directivo Sindical. Así las cosas, esta Sala procede a realizar algunas consideraciones relativas a los regímenes de estabilidad e inamovilidad en materia laboral.

En primer lugar, debe advertirse que la inamovilidad en sus orígenes era una institución propia del derecho sindical, razón por la que está contenida en el Capítulo que la Ley reserva al fuero sindical y no en las disposiciones fundamentales del derecho colectivo del trabajo. Ello así, debe entenderse que la inmovilidad surge como una garantía de la libertad sindical y, por tanto, necesariamente es contenida en dicha sección. 

Sin duda alguna en el desarrollo del derecho colectivo y en la dinámica propia de la vida sindical esa necesaria garantía de la libertad sindical debió extenderse a lo que constituía su principal quehacer: la negociación colectiva. Es así como dicha institución le es aplicable a grupos de trabajadores que sin poseer responsabilidades en los Directorios de los Sindicatos se encuentran incursos en la tramitación de un pliego o en general en una negociación a propósito de los mecanismos preceptuados en la Ley para la solución de conflictos colectivos.

La inamovilidad hace referencia no sólo a la permanencia en el cargo por el trabajador sino a las funciones, así como a la imposibilidad de desmejora en las condiciones, y al traslado, razón por la que gozan de aquella. 

Ahora bien, gozan de inamovilidad laboral quienes se encuentran amparados del fuero sindical, y cuando hablamos de fuero hacemos referencia a la noción de privilegio. De tal modo que el Fuero Sindical, es la garantía de que gozan algunos trabajadores de no ser despedidos, ni desmejorados en sus condiciones de trabajo, ni trasladados a otros establecimientos u ocupaciones de la misma empresa o en un lugar distinto en el que presta sus servicios, sin causa justificada, previamente calificada como  tal por el órgano competente. Conforme a esta definición el Fuero Sindical es un Instituto Técnico Jurídico instituido por Ley en el artículo 449 y siguientes de la Ley Orgánica del Trabajo, a favor de algunos trabajadores y en función de la protección correspondiente a la libertad sindical. El principalísimo efecto del Fuero Sindical es el derecho a la Inamovilidad tanto en el puesto como en el lugar y en las mismas condiciones existentes, por un tiempo que el legislador juzga suficiente para que la libertad sindical sea ejercida plenamente, mediante la prohibición al patrono de despedir, trasladar o desmejorar injustificadamente a cada uno de los trabajadores protegidos, imponiéndole al patrón la obligación de someter al conocimiento de la autoridad competente la causa del despido, traslado o desmejoramiento para que mediante el procedimiento preceptuado en el artículo 453 autorice al patrono a realizar el acto constitutivo del despido, traslado o desmejoramiento, es decir, no le está dado el patrono realizar la calificación previa de las causas en las que pretende fundamentar su decisión, tal como sucede con la estabilidad, pues precisa como condición sine qua nom la autorización previa por parte del funcionario competente. La violación de este imperativo legal pone en funcionamiento el mecanismo dispuesto en el artículo 453 de la misma Ley que es un verdadero procedimiento de reenganche en el que lejos de discutirse los hechos que justifiquen el despido, lo que se discute es la existencia o no de la inamovilidad invocada.
Esta institución persigue entonces garantizar la defensa del interés colectivo y la autonomía en el ejercicio de las funciones sindicales (Véase primer aparte del artículo 449 de la Ley Orgánica del Trabajo).
Por otra parte, tenemos que están amparados por inamovilidad laboral grosso modo: la mujer trabajadora en estado de gravidez y los trabajadores que gocen de fuero sindical (449), de conformidad con lo establecido en la Sección VI del Capítulo II “De la Organización Sindical”, contenida en el Título VII del Derecho Colectivo del Trabajo: los miembros de la junta directiva del sindicato, los miembros de la junta directiva de la seccional de una entidad federal, hasta un número de cinco (5), cuando un sindicato nacional tenga seccionales en entidades federales, esta noción implica que no podrán ser despedidos, trasladados o desmejorados en sus condiciones de trabajo, sin justa causa previamente calificada por el Inspector del Trabajo; los trabajadores de una empresa cuando se celebren elecciones sindicales; los trabajadores suficientes para constituir un sindicato, desde la fecha de la notificación hasta la de la inscripción, lapso que en todo caso no podrá exceder de tres (3) meses (artículo 450 LOT); los trabajadores involucrados en un conflicto colectivo de trabajo, mientras éste dure (único aparte del artículo 506 LOT). También están sujetos a inamovilidad todos los trabajadores de una empresa a partir del día y hora en que sea presentado un proyecto de convención colectiva ante la Inspectoría del Trabajo, aun cuando no gocen de fuero sindical (artículo 520 LOT); y, los trabajadores una vez declarada la Reunión Normativa Laboral mediante Resolución especial.
En cuanto a la estabilidad laboral y a diferencia de la inamovilidad, es una institución propia del derecho individual del trabajo y hace referencia, más que a la permanencia en el cargo, a la necesaria existencia de un justo motivo que explique la ruptura del vínculo representado por la relación laboral, es por lo que comenta CALDERA citando a Ripert, que la estabilidad se justifica por el hecho de “considerar dotada la relación laboral de un atributo de permanencia a favor del trabajador”,  y agrega como una consecuencia de ésta que “el despido cuando no se base en causa legal no sólo se considere como excepcional sino como imposible”. (CALDERA, Rafael, Derecho del Trabajo, Editorial El Ateneo, Segunda Edición, Argentina, 1960, p. 417).

En este sentido, puede decirse que el régimen general al que se encuentran sometidos los trabajadores es al de la estabilidad en sus relaciones de trabajo, tal como lo dispone el artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo.

En este sentido, se ha pronunciado la Sala de Casación Social de este Tribunal Supremo de Justicia con relación al tema que ocupa a esta Sala, en los siguientes términos:

“(...)bajo la concepción ideológica de nuestro legislador, e incluso del constituyente -el artículo 93 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela dispone el que la “Ley garantizará la estabilidad en el trabajo y dispondrá lo conducente para limitar (fijar la mayor extensión que pueden tener la jurisdicción, la autoridad o los derechos y facultades de uno; Diccionario de la lengua española; Espasa, 2001) toda forma de despido no justificado-; la permanencia o estabilidad en el trabajo se garantiza conforme al sistema o régimen consagrado en los artículos 112 y siguientes de la Ley Orgánica del Trabajo (estabilidad relativa), y sólo en situaciones  de protección especial -individual o colectiva- decae tal régimen general para ceder ante otro delimitado en la Ley (supuestos de inamovilidad contemplados en la Ley Orgánica del Trabajo).
 Siendo que nuestra Constitución postula los dos elementos esenciales que integran la construcción teleológica de la estabilidad en el trabajo, a saber, la permanencia y la justa causa, entonces, y en aras de garantizar el primero de estos elementos, delegó en la Ley la función de definir conceptualmente, el sistema o modelo de permanencia en el empleo que imperaría en el ámbito de las relaciones jurídicas objeto del hecho social trabajo.
De allí, el que la Ley deba establecer los límites bajo los cuales se tolera el despido sin causa, si tal fuere el caso, lo cual, actualmente se encuentra zanjado al adoptar la vigente Ley Orgánica del Trabajo, el sistema de estabilidad relativa.

Por tanto, ciertamente, la consecuencia jurídica directa de calificar la jurisdicción del trabajo al despido como injustificado, es la nulidad del mismo y en consecuencia, la obligación de reinstalación y cancelación de los salarios dejados de percibir -garantía legal-, solo que tal obligación es limitada, ello, en el entendido de que el deudor (empleador) detenta la facultad de subrogarse en una prestación facultativa, a saber, el resarcimiento pecuniario del daño generado”. (Vide. Núm. 1.119 del 22 de septiembre de 2004, caso: Cándido Gabriel Álvarez Navarro).
De tal modo que, dada la relevancia que en materia laboral tiene la protección de la familia y el derecho colectivo del trabajo, se le otorgó un régimen distinto y excepcional al aplicable a los demás trabajadores, que es el de la inamovilidad, descrito anteriormente.

Es así como, a tenor de lo establecido en el artículo 127 de la referida Ley Orgánica del Trabajo, el procedimiento para autorizar el despido de los trabajadores amparados con inamovilidad se rige por las normas especiales que les conciernen y no por la relativa al procedimiento de calificación arbitrado en la Ley Orgánica del Trabajo, a propósito de la estabilidad, contenida en los artículos 112 y siguientes de esa misma Ley, al que le son aplicables los artículos 125 y 126 eiusdem, es así como, por el contrario, el despido de un trabajador amparado por fuero sindical a tenor de lo dispuesto en esa misma Ley, se considerará írrito si no se han cumplido los trámites establecidos en el artículo 453 de dicha Ley Orgánica (Véase artículo 449).
De lo expuesto se colige que es falso que las normas jurídicas desaplicadas por el Juzgado remitente pudiesen resultar inconstitucionales si se aplicaban al caso concreto, pues, en realidad sencillamente no resultaban aplicables por ordenarlo así la Ley Orgánica del Trabajo, según fue explicado anteriormente. En consecuencia, el Juzgador no ejerció el control difuso de la constitucionalidad y su análisis es errado, lo que hizo fue no aplicar unas disposiciones que no eran apropiadas al caso que decidía y que la ley, por el contrario de su razonamiento, le prohibía expresamente aplicar, en virtud de que se trataba de un despido de un trabajador que gozaba de fuero sindical y, por tanto, de inamovilidad, lo que exigía que el sentenciador se condujera de un modo distinto al régimen general aplicable a los despidos de los trabajadores. 

En tal virtud, resulta forzoso para esta Sala anular la decisión sometida a su revisión, por no ser procedente la desaplicación realizada de los mencionados artículos 125 y 126 de la Ley Orgánica del Trabajo, pues no violan derecho o garantía constitucional alguna, antes bien no resultan aplicables al caso de autos por estar dirigidas a reglamentar situaciones jurídicas distintas a las pretendidas por el sentenciador y así se decide.


En virtud de lo anteriormente expuesto, esta Sala Constitucional anula la decisión sometida a revisión. Así se establece.


Por otra parte, esta Sala, ante la evidencia de un error que afecta el  orden público no puede dejar de hacer alusión a una grave situación detectada durante el análisis de la cuestión sometida a su conocimiento, y es la relativa a la incompetencia por la materia del Tribunal que desaplicó las normas legales que justifican la presente revisión, para conocer de un recurso de nulidad. 


Al respecto, cabe destacar que si bien el referido Tribunal hizo un largo y detallado razonamiento acerca de la cuestión relativa a la competencia en virtud de la solicitud planteada por ambas partes en torno a la declinatoria de ésta y, en este sentido, realizó algunas enunciaciones que son ciertas y esta Sala comparte, erró al no advertir la incompetencia del Tribunal que decidió la causa en primera instancia y del cual era su alzada, como fuera reconocido por el mismo.

En efecto, el Juzgado remitente desestimó la propuesta de declinatoria de incompetencia efectuada, lo que en cierto sentido era procedente, toda vez que -como fue afirmado por ese órgano– no podía en ese estado hacer declinatoria alguna en su condición de alzada de la apelada, pues sólo a éste correspondía el conocimiento de la causa sometida al recurso de impugnación ejercido. En este sentido, observa la Sala que es igualmente correcto el razonamiento formulado en torno a las oportunidades de control y de solicitud de regulación de competencia a la que se refirió. 

Sin embargo, es preciso enfatizar que, en lo relativo a la competencia en razón de la materia se encuentra interesado el orden público, de allí que como corolario tenemos que esta competencia no es derogable ni relajable por las partes, motivo por él cual en cualquier estado y grado del proceso podía plantearse tal. Y aun cuando el Juzgado Superior que conocía en grado jerárquico no podía declinar en ese estado, sí podía, en cambio, declarar la nulidad de la sentencia sometida a su conocimiento dada la incompetencia del tribunal de instancia, sobre la base de que la sentencia emitida por un tribunal incompetente por la materia es nula de nulidad absoluta y, en consecuencia, así debió declararlo con la consecuente reposición de la causa al estado de que se dictara nueva sentencia.

Esta incompetencia analizada por la Sala se fundamenta en la circunstancia de que la demanda que dio origen al pronunciamiento del Juzgado Superior versaba sobre un recurso de nulidad de una Resolución, emitida por una Inspectoría del Trabajo, que ordenó la reincorporación a su puesto de trabajo de un trabajador y el pago de los salarios caídos. En consecuencia, el competente para conocer de esa nulidad era la “jurisdicción contencioso administrativa”, como fue declarado por esta Sala desde su sentencia núm. 1.318 del 2 de agosto de 2001 (caso: Teresa Suárez de Hernández) y no la “jurisdicción laboral” como sucedió en el caso de autos, que, no obstante el criterio contenido en dicho fallo, el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial  del Estado Apure, aceptó una declinatoria de competencia efectuada por el Juzgado Superior en lo Civil, Contencioso Administrativo y Agrario de la Región Sur de la Circunscripción Judicial del Estado Apure, y dictó sentencia de fondo en el presente caso, para el cual evidentemente carecía de competencia. 

De manera que, considera esta Sala que al haber sido dictados los fallos mencionados por Tribunales manifiestamente incompetentes, y por tratarse de una materia en la que se encuentra interesado el orden público, es forzoso para la Sala declarar la nulidad de los mismos y, en consecuencia, repone la causa al estado de que el referido Juzgado Superior con competencia en lo contencioso administrativo se pronuncie acerca del mérito del asunto a que se contrae el presente caso, considerando lo expuesto en esta decisión. A tal fin, se ordena remitir copia certificada de la presente decisión al Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Barinas. Así finalmente se decide.-

IV

DECISIÓN
 
En razón de lo antes expuesto, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República, por autoridad de la Ley, declara que HA LUGAR a la revisión y ANULA las decisiones dictadas, el 10 de noviembre de 2003, por el Juzgado Superior (accidental) en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Apure y Distrito Arismendi del Estado Barinas, en la que desaplicó los artículos 125 y 126 de la Ley Orgánica del Trabajo, en el juicio de nulidad de la providencia administrativa emitida por el Inspector del Trabajo III del Estado Apure, y la dictada el 19 de diciembre de 2002, por el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial  del Estado Apure. En consecuencia, se repone la causa al estado de que el Juzgado Superior en lo Civil, Contencioso Administrativo y Agrario de la Región Sur de la Circunscripción Judicial del Estado Apure, que venía conociendo del caso, dicte sentencia de mérito.
Publíquese, regístrese y notifíquese de la presente decisión. Comuníquese al Juzgado remitente y adjúntese copia certificada de la presente decisión al Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Barinas.

Dada, firmada y sellada, en el Salón de Audiencias del Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, en Caracas, a los 02 días del mes de junio de dos mil cinco (2005). Años: 195° de la Independencia y 146° de la Federación.

La Presidenta,

LUISA ESTELLA MORALES LAMUÑO
El Vicepresidente,

JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

Los Magistrados,

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ

LUIS V. VELÁZQUEZ ALVARAY

FRANCISCO CARRASQUERO LÓPEZ

MARCOS TULIO DUGARTE PADRÓN

ARCADIO DELGADO ROSALES

                   Ponente

El Secretario,

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO

Exp. 03-3225

ADR/megi.-

